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Chimbote, 3 de agosto de 1995.- ( ... ) CONSIDERANDO, que la 
aplicación y alcances del Laudo Arbitral del20 de diciembre de 1993 
( ... ) han sido prorrogados hasta el 01 de diciembre de 1993 de 
conformidad con el acta de arreglo laboral( ... ) de feha 8 de marzo de 
1994 ( ... )celebrada válidamente entre el Sindicato de Empleados y la 
Empresa demandada, en consecuencia, quedan sin efecto los aumen­
tos que correspondían entre diciembre de 1991 y noviembre de 1993; 
que conforme a lo dispuesto en el artículo 70 del Decreto Ley No. 
25593, los laudos arbitrales y convenios colectivos poseen idéntica 
categoría jurídica, de suerte que válidamente se pueden modificar o 
derogar una norma por otra posterior, en armonía con lo dispuesto 
por el artículo 103 párrafo tercero de la Constitución del Estado; que 
conforme al artículo 28 inciso 2 segundo párrafo de la misma Consti­
tución, la convención colectiva tiene fuerza vinculante en el ámbito de 
lo concertado( ... ); que habiéndose postergado la vigencia del Laudo 
Arbitral en mención, este instrumento debe adaptarse a sus normas 
modificatorias acordadas en el acta del8 de marzo de 1994 ( ... )que en 
ningún modo implica una afectación de derechos reconocidos por la 
Constitución y la ley, garantizados en el inciso 2 del artículo 26 de la 
Carta Fundamental, toda vez que la ley en materia salarial garantiza 
a los trabajadores a no percibir remuneraciones en niveles inferiores 
al mínimo legal, y se observa de autos que durante todo el historial 
laboral del accionan te sus remuneraciones han superado los mínimos 
fijados por la ley( ... ) por lo que REVOCARON la sentencia( ... ) que 
declara( ... ) fundada en parte la demanda( ... ) y REFORMANDOLA 
declararon infundada la demanda( ... )". 

l. ANTECEDENTES 

Con fecha 20 de diciembre de 1993, se emitió el Laudo Arbitral que 
puso fin a los procesos de negociación colectiva correspóndientes a 
los años 1991-1992 y 1992-1993 en la Empresa demandada. Dicho 
Laudo estableció el otorgamiento de aumentos salariales retroactivos 
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a diciembre de 1991. Sin embargo, ante la imposibi­
lidad material de cumplir con el abono de los incre­
mentos remunerativos, en marzo de 1994 el Sindica­
to de Empleados y la Empresa demandada celebra­
ron un Acta por la cual se pactó que los aumentos 
dispuestos en el Laudo en mención se otorgarían 
recién a partir del1/12/93. 

Si bien nominalmente no se redujeron los montos de 
los incrementos, la postergación en el pago implicó 
una pérdida en términos reales, pues no se pagaron 
intereses que mantuvieran la capacidad adquisitiva 
de los referidos aumentos. En esa medida, la aplica­
ción del Acta modificatoria del Laudo Arbitral su­
puso una desmejora de los derechos de los trabaja­
dores. 

Considerando inaplicable el Acta al exigir la plena 
vigencia del Laudo Arbitral, el demandante preten­
día el reintegro de sus beneficios sociales pues, al no 
pagar la Empresa demandada los aumentos del 
Laudo desde diciembre de 1991, las remuneracio­
nes computables para sus depósitos semestrales y 
anuales por CTS entre esa fecha y diciembre de 1993, 
fecha en la cual se hicieron efectivos aquéllos, fue­
ron menores de las que habría tenido si el Laudo se 
aplicaba sin modificación alguna. Entonces, los 
montos de los depósitos por CTS fueron también 
menores que los esperados por el demandante. 

Así planteado el caso, surgen dos preguntas 
cruciales: ¿es posible que un convenio colectivo 
pueda modificar un laudo arbitral, previamente 
emitido y en plena vigencia? Y, siendo afirmativa la 
respuesta, ¿es posible que esa modificación pueda 
ser peyorativa? La Sala Mixta Descentralizada de la 
Corte Superior de Ancash, con sede en Chimbote, 
consideró que sí ante ambas interrogantes, en un 
criterio jurisprudencia! de avanzada para la admi­
nistración de justicia laboral. 

Hasta el momento, sólo existían aisladas jurispru­
dencias que permitían la modificación o derogación 
de un convenio colectivo por otro menos beneficio­
so para el personal (Cfr.la Resolución de la Tercera 
Sala Laboral de la Corte Superior de Lima, de fecha 
28/12/92, Exp. No. 771-92-BS), pero que no se pro­
nunciaban sobre los temas antes mencionados. 

En las siguientes líneas, intentaremos aventurar 
respuestas a las interrogantes planteadas, desde las 
perspectivas de nuestra legislación y la doctrina 
internacional. Además, analizaremos otro tema su­
gerido por la Resolución de Chimbote: la relación 
entre la modificación peyorativa y la 
irrenunciabilidad de derechos. 
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11. MODIFICACION DE UN LAUDO AR­
BITRAL POR UN CONVENIO COLECTIVO 

l. Inapelabilidad e imperatividad del laudo 
arbitral 

El artículo 66 del Decreto Ley No. 25593, Ley de 
Relaciones Colectivas de Trabajo, dispone que el 
laudo arbitral, una vez emitido, es inapelable y tiene 
carácter imperativo para los sujetos colectivos 
(empleador y sindicato), siendo sólo susceptible de 
impugnación judicial en determinados supuestos. 
Así, aparentemente no cabría la posibilidad que los 
propios sujetos colectivos modifiquen 
directamente lo laudado. Sólo podrían acudir a la 
autoridad jurisdiccional para intentar lograr que 
ésta altere el laudo arbitral. 

Por lo demás, las posibilidades de alteración judi­
cial del laudo son limitadas: por haber incurrido en 
alguna nulidad (inciso a) o, establecer menores de­
rechos que los contemplados por la ley (en sentido 
material) en favor de los trabajadores (inciso b ). Ello 
implica que el juez sólo podrá eliminar las cláusulas 
nulas o, adecuar a los mínimos legales las subsana­
bles. Pero, no podrá modificar el laudo en los puntos 
válidamente emitidos o, establecer derechos u obli­
gaciones no previstos por los árbitros. 

De manera adicional, la interposición de la acción 
impugnatoria no suspende la ejecución del laudo 
arbitral, salvo la emisión de una medida cautelar 
por la autoridad jurisdiccional. Debe tenerse en 
cuenta que, el laudo arbitral tiene mérito ejecutivo 
(artículo 713, inciso 2 CPC), por lo que podría 
solicitarse su ejecución forzosa. Pero, la interposi­
ción de la acción impugnatoria suspendería el pro­
ceso ejecutivo hasta la declaración de nulidad o no 
del laudo cuestionado (artículo 78 Ley General de 
Arbitraje). 

2. Equivalencia entre el laudo arbitral y el 
convenio colectivo 

Sin embargo, el artículo 70 del Decreto Ley No. 
25593 precisa que, el laudo arbitral tiene la misma 
naturaleza y surte idénticos efectos que el convenio 
colectivo. Este constituye una modalidad autónoma 
de solución de conflictos, pues son los propios suje­
tos colectivos los que directamente resuelven su 
pugna de intereses. En cambio, el laudo arbitral es 
un medio heterónomo de solución de conflictos, en 
tanto las partes deciden que sea un tercero quien 
resuelva su pugna de intereses. En esa medida, no 
tienen la misma naturaleza jurídica, pero cumplen 
la misma función (la solución del conflicto) por lo 



que, de todos modos, deben generar idénticos efec-
1 

tos 

Entonces, un laudo arbitral es equivalente a un 
convenio colectivo, por tener la misma función y 
efectos. En ello acertó la Resolución de la Sala Mixta 
de Chimbote. Así, para poder responder si un laudo 
arbitral puede ser modificado en plena vigencia por 
un convenio colectivo, sólo basta con analizar la 
posibilidad de si un convenio colectivo vigente 
puede ser modificado por otro. 

El artículo 43, inciso d) del Decreto Ley No. 25593 
señala como una característica del convenio colecti­
vo su caducidad automática al vencimiento de su 
plazo, salvo en aquello que se hubiere pactado con 
efecto permanente o, cuando las partes acuerden 
expresamente su renovación o prórroga total o par­
cial. Y, la duración del convenio colectivo no podrá 
ser menor al año, pudiendo las partes establecer 
plazos mayores para todo o parte del pacto (Decreto 
Ley No. 25593, artículo 43, inciso e). 

De este modo, podría entenderse que serían 
objetables toda modificación o derogación de un 
convenio colectivo vigente por otro posterior, si se 
dan antes del año mínimo de duración. Pero, en 
realidad esta exigencia sólo constituye un requisito 
formal del convenio al momento de pactarse. Es 
decir, al celebrarse un convenio debe tener un plazo 
no menor al año. Sin embargo, no es un impedimen­
to para que los sujetos colectivos, en ejercicio de su 
autonomía colectiva, puedan alterarlo o dejarlo sin 
efecto durante su vigencia. 

Ello por cuanto nuestra Carta Magna reconoce a los 
sujetos colectivos el derecho a la negociación colec­
tiva (artículo 28, inciso 2), pudiendo ser ejercido 
libremente por aquéllos en cualquier momento. Si 
las partes pueden celebrar un convenio colectivo y 
señalarle un plazo de duración, las mismas partes 
pueden modificar su contenido y término en cual­
quier momento. La potestad normativa de la que 
están investidas es completa: creación, modifica­
ción o derogación de convenios colectivos o normas 
equivalentes. Entonces, un convenio puede modifi­
car otro durante su vigencia o, un laudo arbitral en 
plena ejecución. 

Además, si los sujetos colectivos decidieron que sea 
un tercero quien dirima su conflicto de intereses, 
invistiéndolo de potestad normativa suficiente para 
emitir el laudo arbitral, aquéllos, que son fuente 

normativa primaria, pueden perfectamente 
autoregular sus intereses de manera directa y dife­
rente. Después de todo, el convenio colectivo resul­
tante tendrá más legitimidad que el laudo modifica­
do o eliminado, pues todos sus términos serán 
acordados directamente por las partes. 

De este modo, debemos replantear lo que inicial­
mente podíamos haber entendido respecto de la 
inapelabilidad e imperatividad del laudo arbitral, 
en función al artículo 66 del Decreto Ley No. 25593. 
Lo inapelable alude a que, una vez emitido el laudo, 
no es posible acudir a otra instancia distinta al 
árbitro o tribunal arbitral con la intención de modi­
ficar aquél, pues tiene carácter de definitivo. Por su 
parte, lo imperativo se refiere a que ninguna de las 
partes puede desconocer unilateralmente el laudo, 
debiendo en todo caso solicitar judicialmente su 
nulidad total o parcial. 

111. MODIFICACION PEYORATIVA DEL 
LAUDO ARBITRAL 

l. Derechos adquiridos e incorporación al 
contrato de trabajo 

Hemos respondido afirmativamente a la pregunta 
sobre si un convenio colectivo puede modificar un 
laudo arbitral en plena vigencia. Ahora resta res­
ponder si dicha modificación puede ser desmejo­
rando los derechos de los trabajadores. Para ello, 
como en el caso anterior, es necesario responder 
previamente si un convenio puede modificar otro 
peyorativamente, es decir, ingresar al tema de la 
negociación colectiva "in peius". 

La recurrencia al carácter tuitivo del Derecho del 
Trabajo y a la noción clásica de los" derechos adqui­
ridos", nos llevaría a una primera respuesta negati­
va. Objetaríamos la desmejora de los derechos de 
origen convencional a través de un convenio colec­
tivo peyorativo, alegando que han sido adquiridos 
por el trabajador y le pertenecen plenamente. Esta 
idea se sustenta, a su vez, en la llamada "teoría de la 
incorporación". 

Esta teoría pone énfasis en las cláusulas normativas 
del convenio colectivo, que se aplican a los contratos 
de trabajo comprendidos en su ámbito personal. 
Según dicha teoría, los derechos contenidos en tales 
cláusulas, una vez que son pactadas, ingresan direc­
tamente a la esfera contractual del trabajador, pasan 
a formar parte de su patrimonio individual, se con-
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vierten en u derechos adquiridos". En esa medida, 
no podrían ser anulados o sustituidos sino única­

. d 2 mente me¡ora os. 

De este modo, si un convenio colectivo posterior 
estableciera menores beneficios que los gozados 
hasta ese momento por el pacto anterior, no tendría 
incidencia alguna para los trabajadores con vínculo 
vigente al momento de la sucesión peyorativa, puesto 
que dichos beneficios se habrían incorporado a cada 
relación individual de trabajo. Así, el convenio co­
lectivo posterior sólo afectaría a los nuevos trabaja­
dores.· 

Se acepta que un convenio colectivo derogue a otro 
peyorativamente, pues se trata de normas jurídicas. 
Sin embargo, los derechos pactados en el primero se 
han incorporado al patrimonio del trabajador, no 
pudiendo ser alterados por el segundo convenio. 
Ello no porque se produzca una especie de 
sobrevivencia de las cláusulas normativas del con­
venio derogado, sino porque los contratos de traba­
jo que asimilaron tales cláusulas continúan vigen­
tes, siendo su real fuente de validez.

4 

Esta tesis encontró respaldo en el artículo 29 del 
Decreto Supremo No. 011-92-TR, Reglamento de la 
Ley de Relaciones Colectivas de Trabajo, que define 
lapartenormativadelconveniocolectivocomoaquel 
conjunto de cláusulas que se incorporan 
automáticamente a los contratos individuales de 
trabajo y, que aseguran o protegen su cumplimiento. 

2. El convenio colectivo como norma jurídica 

Sin embargo, debe notarse que dicha tesis niega que 
las cláusulas normativas generen efectos por el con-

venio colectivo que las comprende y, realmente, 
propugna la ultraactividad de las mismas más allá 
de su plazo de vigencia.

5 

Es decir, si aceptáramos la u contractualización" de 
los derechos convencionales, de origen normativo, 
y la consecuente imposibilidad de su afectación por 
posteriores convenios colectivos peyorativos, ten­
dríamos que suscribir la afirmación según la cual la 
virtualidad o eficacia jurídica de tales derechos no 
proviene del carácter imperativo del convenio que 
los contiene, que es una norma jurídica, sino de su 
incorporación a las relaciones individuales de tra­
bajo que afectan.

6 

Todo órgano con potestad normativa tiene compe­
tencia para modificar, sustituir o derogar la norma 
que dictó con anterioridad. En esa medida, los suje­
tos colectivos pueden, en ejercicio de su autonomía 
colectiva, modificar, sustituir o derogar los conve­
nios colectivos que hubieran celebrado en el pasa­
do.7 Esto implica que, la validez de cada norma está 
necesariamente ligada al centro de poder que la 
dictó el que, en todo momento, puede modificarla.

8 

Así, podemos hablar de dos clases de situaciones 
jurídicas: las objetivas, que siguen la suerte de la 
norma que las establece, y las subjetivas, derivadas 
del contrato, que siguen la suerte de éste y no de la 
norma.

9 
Las normas, una vez sucedidas o deroga­

das, desaparecen con todas las ventajas y desventa­
jas que trajeran consigo, y son reemplazadas por 
otras que, a partir de su entrada en vi@encia, asumen 
plenamente su función reguladora. 

En ese sentido, un convenio colectivo posterior 
peyorativo puede dejar sin efecto derechos estable-
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cidos por el convenio colectivo anterior, al CJ.lal 
sucede o deroga, inclusive respecto de los trabaja­
dores antiguos, es decir, los que tenían vínculo 
laboral vigente al momento del cambio normativo. 

Por esta razón, tales derechos no se incorporan a las 
relaciones individuales de trabajo, no se 
"contractualizan", no llegan a ser adquiridos o 
"patrimonializarse" por el trabajador. Lo que ocu­
rre es que simplemente se agregan a los contratos de 
trabajo por lo que, cuando cesa el convenio que los 
originó, dejan de regir sin dejar rastros.

11 
Es decir, se 

aplican directamente a las relaciones individuales 
de trabajo, de manera periférica o exógena. 

Entonces, al no ser derechos adquiridos los genera­
dos en un convenio colectivo anterior, el trabajador 
no puede disponer de ellos ni evitar su desaparición 
si es sucedida o derogada la norma que los sustenta. 

3. Regulación normativa 

A pesar de la norma reglamentaria antes reseñada, 
existen cuatro normas de rango jerárquicamente 
superior que sustentan la viabilidad de la deroga­
ción peyorativa entre convenios colectivos o nego­
ciación "in peius". 

La primera es la Cuarta Disposición Transitoria y 
Final del Decreto Ley No. 25593, que dispuso la 
revisión integral de todos los convenios colectivos 
anteriores a la negociación colectiva en trámite o la 
primera negociación colectiva cuyo convenio, lau­
do o resolución rija a partir de la entrada en vigencia 
del cuerpo normativo en mención (3/7 /92). Con 
dicha norma, los sujetos colectivos estaban obliga­
dos a revisar todos los derechos pactados anterior­
mente, con la posibilidad de eliminarlos o modifi­
carlos en nuevos términos por acción directa o en 
función a la deliberación de los árbitros.

12 

La segunda es el artículo 43, inciso d) del Decreto 
Ley No. 25593, que consagra el principio de caduci­
dad automática del convenio colectivo. Este cesa en 
sus efectos al vencimiento de su plazo, salvo en 
aquello que se haya pactado con carácter perma­
nente o cuando las partes acuerden expresamente 
su renovación o prórroga total o parcial. Es decir,los 
derechos contenidos en el convenio colectivo des­
aparecen con él, a menos que las partes decidan 
mantenerlos en el siguiente convenio. Entonces, su 
virtualidad o eficacia jurídica depende de la norma 

que los crea, sin que sea posible su incorporación al 
contrato de trabajo. 

La tercera es el artículo 66, inciso 2 del Decreto Ley 
No. 25593, que sanciona con la nulidad el laudo 
arbitral que establezca menores derechos a los pre­
vistos por la ley en favor de los trabajadores. Debe 
entenderse por ley, su sentido material, es decir, 
toda norma de origen estatal. Entonces, si el laudo es 
equivalente a un convenio colectivo, contrario sensu 
se está permitiendo que se dejen sin efecto derechos 
contenidos en convenios o laudos precedentes. 

La cuarta y última norma es el artículo 28, inciso 2 de 
la Constitución, cuando le otorga" fuerza vinculante" 
al convenio colectivo, es decir,le da carácter norma­
tivo al pacto de los sujetos negociadores. Si el conve­
nio es una norma jurídica, puede ser derogado 
íntegramente por otro convenio o norma equivalen­
te, desapareciendo con él todos sus derechos y 
obligaciones. 

La ratificación de que el convenio colectivo es una 
norma jurídica la encontramos implícitamente en la 
Cuarta Disposición Final y Transitoria de la misma 
Carta Magna, que dispone que las normas relativas 
a los derechos y libertades fundamentales se inter­
pretan de acuerdo a los tratados internacionales 
sobre las mismas materias ratificados por el Perú. 
Precisamente, el artículo 4 del Convenio No. 98 OIT, 
ratificado por Resolución LegislativaNo.14712 (18/ 
111 63), consagra el carácter normativo del convenio 
colectivo al definirlo como todo acuerdo escrito 
concluido entre representantes de los trabajadores y 
de los empleadores, que tenga por objeto reglamen­
tar o regular las condiciones de empleo y de trabajo. 

Precisamente, en ese entendido, la Resolución de la 
Sala Mixta de Chimbote sustenta la posibilidad de la 
derogación de un laudo arbitral por un convenio 
colectivo, en el artículo 103, tercer párrafo de la 
Constitución, que señala que "la ley se deroga sólo 
por otra ley". Es decir, una norma jurídica puede ser 
eliminada del ordenamiento legal por otra, por lo 
menos del mismo rango jerárquico. 

Por todo lo expuesto, queda claro que un convenio 
colectivo puede derogar peyorativamente a otro. En 
consecuencia, también puede derogar desmejoran­
do los derechos de los trabajadores a un laudo 
arbitral preexistente. Es decir, no sólo cabe la nego­
ciación "in peius" respecto de convenios colectivos, 
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sino que podríamos hacerla extensiva a normas 
equivalentes. 

IV. RELACION CON LA 
IRRENUNCIABILIDAD DE DERECHOS 

Un último aspecto a rescatar de la Resolución de la 
Sala Mixta de Chimbote consiste en que, niega ro­
tundamente la posibilidad de una renuncia de dere­
chos mediante el convenio colectivo modificatorio 
del laudo arbitral, pues los cambios operados no 
condujeron a niveles remunerativos por debajo de 
los establecidos legalmente. 

La renuncia ha sido definida clásicamente como un 
negocio jurídico unilateral que determina el aban­
dono irrevocable de un derecho, dentro de los lími­
tes establecidos por el ordenamiento jurídico, 

13 
sin 

contraprestación alguna a cambio.
14 

En esa medida, 
el principio de irrenunciabilidad consiste en la im­
posibilidad jurídica de privarse voluntariamente de 
una o más ventajas concedidas por el Derecho Labo­
ral en beneficio propio.

15 

Si aceptáramos la teoría de la incorporación de los 
derechos de origen convencional al contrato de 
trabajo, como" derechos adquiridos", no sería facti­
ble que la organización sindical pueda renunciar 
válidamente a derechos que pertenecen al trabaja­
dor individualmente considerado. Pero, ya hemos 
descartado tal teoría. Los derechos convencionales 
no se incorporan al contrato de trabajo, sino que se 
aplican a él de manera exógena, en una suerte de 
titularidad transitoria en favor del trabajador. 

Sin embargo, subsistiría aún una interrogante: ¿tie­
ne competencia el sindicato para renunciar a dere­
chos de los que no es titular? Esto se relaciona con el 

tema de la naturaleza jurídica del sindicato, es decir, 
si es representante de la categoría que negocia en 
nombre ajeno o es la estructura del grupo profesio­
nal que lo hace en nombre propio.

16 
El sindicato 

tiene una representación distinta a la civil, no repre­
senta los intereses de los trabajadores individual­
mente considerados, sino los del grupo profesio­
nal.17 

En esa medida, el sindicato está legitimado para 
determinar el contenido de esos intereses, de acuer­
do a las exigencias coyunturales del contexto en el 
que se desarrolla la negociación colectiva. En eso 
consiste precisamente la autonomía colectiva. Lo 
pactado por el sindicato vincula a los trabajadores 
afectados por estar subordinados al poder normati­
vo de aquél.

18 
Después de todo, los trabajadores no 

pueden anteponer su interés individual al colectivo, 
luego de haberlo subordinado a éste. 

19 

Ahora bien, la noción inicialmente enunciada del 
principio de irrenunciabilidad de derechos aparen­
temente no distingue entre los derechos que pueden 
ser dispuestos por la autonomía privada, sea indivi­
dual o colectiva, y los que no. Lo cierto es que dicho 
principio niega eficacia jurídica a las renuncias que 
pudieran formular los trabajadores, respecto de 
determinados derechos laborales: los indisponibles, 
contenidos en normas imperativas, de orden públi­
co o mínimas.

20 
De manera que, serán válidas las 

renuncias de los derechos laborales disponibles. 
21 

Sin embargo, en nuestra Carta Magna no se hace el 
distingo, pues se prohíbe genéricamente la renuncia 
de los derechos reconocidos por ella y la ley (artículo 
26, inciso 2). Lo que ocurre es que la gran mayoría de 
los derechos indisponibles se han generado en nor­
mas heterónomas o estatales. 
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Entonces, en virtud del prinCipiO de 
irrenunciabilidad de derechos no es válida la nego­
ciación "in peius" que desconozca derechos labora­
les indisponibles, consagrados en normas 
heterónomas imperativas, de orden público o míni­
mas. 

En materia remunerativa, la norma mínima por 
excelencia es la que establece el monto de la remu­
neración mínima vital (actualmente, el Decreto de 
Urgencia No. 10-94, que señala una RMV de 

S/. 132.00 mensuales). De manera que, si un conve­
nio colectivo o laudo arbitral establece al interior de 
la empresa montos mayores, podrán pactarse con­
venios o emitirse laudos posteriores que reduzcan 
válidamente dichos montos, siempre que no esta­
blezcan remuneraciones por debajo de la RMV. En 
esa medida, la Resolución de la Sala Mixta de 
Chimbote acertó nuevamente en la consideración 
que la modificación operada no supuso una renun­
cia inválida de derechos. 
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